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1.- INFORME TECNICO-ACADEMICO. 

 

RESUMEN DEL PROYECTO. 

 La temática que constituye el objeto de la investigación consiste en el análisis de 

las conductas que, según la tipología legal, permiten ser calificadas judicialmente como 

“fraudulentas” o “simuladas”, así como también la relación e influencia de las mismas 

en el “derecho de propiedad”, tutelado expresamente por la Constitución Nacional. 

 Frente a los numerosos actos y operaciones que se registran en el tráfico jurídico 

cotidiano, es menester desentrañar cuál es el marco operativo en que se inscriben los 

actos simulados y fraudulentos, y de qué manera se compromete la validez de las tran-

sacciones. 

 De este modo, podrá relacionarse el devenir de los actos que enmarcan en la 

tipificación legal, con valores superiores tales como la seguridad jurídica, y el respeto y 

la tutela del derecho de propiedad, considerado éste como pilar básico sobre el que se 

edifica gran parte del diseño jurídico occidental actualmente vigente. 

 Es preciso, asimismo, tener en cuenta que la casi totalidad de las transacciones 

donde se verifican conductas ajustadas a la calificación legal en estudio, se inscriben en 

el marco del derecho privado, por lo que no resulta viable ejercitar un control previo o 

preventivo que impida la multiplicación de los casos en los que los agentes traspasen los 

límites de lo lícito o de lo ético con trascendencia jurídica. 

 De esta manera queda, en principio, descartada la participación del Estado, con-

siderado éste como poder público, en el contralor de estas transacciones, quedando las 

mismas reservadas al desenvolvimiento que ellas revelen en el ámbito privado de ejerci-

cio de los derechos individuales. 

 No obstante, no debe desestimarse el rol estatal, ni el que puedan ejercitar las 

entidades intermedias, no gubernamentales, o asociaciones profesionales, en aspectos 

tales como la custodia o prevención a la población de los riesgos o consecuencias que 

produce la celebración de actos jurídicos en los que puedan configurarse conductas co-

mo las descriptas. 
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Por tanto, la tarea investigativa plantea abordar lo atinente a las consecuencias 

jurídicas de la calificación de “simulado” o de “fraudulento” de un determinado acto, así 

como también a los efectos que ello produce sobre el patrimonio del deudor, como autor 

de tales conductas, y del acreedor. 

 El análisis se centra en el estudio de los preceptos del derecho privado, y especí-

ficamente del Código Civil, en cuanto es este cuerpo normativo el que establece los 

requisitos indispensables que deben reunirse para tener por configurado un acto de tales 

características, y para atacarlo por causa de simulación o de fraude frente a la invoca-

ción de un perjuicio concreto, así como en las dificultades probatorias que experimenta 

la parte perjudicada por los actos simulados o fraudulentos, en el ejercicio de las accio-

nes de simulación o pauliana, respectivamente. Tras la revisión de la documentación y 

bibliografía sobre el problema planteado, el marco teórico es el que ofrece el Derecho 

Civil, en tanto este plexo normativo actuará como referente para el análisis y constata-

ción empírica de las hipótesis proyectadas. 

 Según el problema planteado en su oportunidad, caracterizado por la infinidad 

de variables que ofrece cotidianamente el tráfico negocial -en tanto este es la resultante 

de conductas humanas- y que resultan constitutivas de fraudes o de actos simulados en 

perjuicio de una de las partes o de terceros, los afectados no pueden neutralizar eficaz-

mente los efectos disvaliosos de aquellas conductas, de suerte tal que el titular de un 

derecho creditorio carece de mecanismos correctivos suficientes y ágiles para proteger 

su derecho. Sostenemos que la normativa vigente no brinda adecuada protección al 

acreedor, tornando engorrosa y difícil la prueba de su derecho. 

Todo ello, conforma una cuestión de notoria incidencia en el tráfico negocial, 

que puede poner en riesgo el valor de la “seguridad jurídica”, toda vez que un acto vi-

ciado y, consecuentemente, declarado nulo, podrá afectar derechos adquiridos por terce-

ros de buena fe, lo cual constituye sin dudas una problemática que atañe a la Política 

Económica y Social y se proyecta al derecho de propiedad reconocido en la Constitu-

ción Nacional en los artículos 14 y 17. 

 Al proyectarse las conclusiones de la labor de investigación, se intentará formu-

lar las modificaciones a las normas legales, o plantear los mecanismos adecuados para 

que la protección de los derechos de los afectados sea un bien jurídico concreto, y no 

una mera expresión de deseos. 
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SINTESIS METODOLOGICA. 

 En cuanto a las técnicas empleadas en la elaboración del presente trabajo, y con-

forme se anticipara en la presentación del proyecto de investigación, los mismos han 

consistido en el análisis documental y de datos y la interpretación del discurso, con im-

plementación del método de investigación jurídico – teórico – práctico, que responde al 

tipo dogmático formalista en los aspectos conceptuales, en la interpretación de las nor-

mas y de las instituciones, abordando el aspecto práctico – real de las cuestiones sub 

examine. 

 En ellos se utilizaron las siguientes palabras clave: “fraude”, “simulación”, “de-

recho de propiedad” y “patrimonio”, cuya utilización tiende a clarificar los referentes 

empíricos abordados. 

El análisis de los datos, se efectúa relacionando las variables oportunamente de-

finidas, lo que tiende en definitiva a intentar elaborar las explicaciones de las hipótesis 

planteadas y su correspondiente constatación. Tales variables son: Derecho de Propie-

dad; Actos jurídicos; Vicios de los actos jurídicos; Nulidad de los actos jurídicos; Simu-

lación; Fraude; Acciones de simulación y pauliana; Buena fe; Seguridad jurídica y Res-

ponsabilidad. 

 El presente trabajo cumplió la etapa jurídico – descriptiva, con utilización del 

método de análisis, que descompone el problema jurídico en sus diversos aspectos, es-

tableciendo relaciones y niveles que ofrece una imagen de funcionamiento de normas e 

instituciones jurídicas. 

 

DESARROLLO DEL GANTT 

 El presente trabajo se desarrolló ajustando su cumplimiento al tiempo proyecta-

do en el Cronograma de Tareas previsto originariamente. 

 La tarea de investigación se inició en enero de 2000, aun cuando el grupo ignora 

si el Proyecto de Investigación recibió o no aprobación superior. 

 

2.- CUMPLIMIENTO DE OBJETIVOS. 

 El grado de cumplimiento de los objetivos del presente trabajo, es el que se seña-

la seguidamente: 

2.1. Objetivo General. 
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 El objetivo general no ha sido modificado, consistente en analizar el alcance de 

la responsabilidad de las personas físicas y jurídicas frente a actos jurídicos fraudulentos 

y simulados; en determinar que las dificultades probatorias que experimenta la parte 

perjudicada afecta el interés particular y general, y en demostrar que el titular de un de-

recho creditorio carece de mecanismos coercitivos suficientes y ágiles para proteger su 

derecho. 

 Tal como fuera expresado en el planteamiento del problema, las relaciones jurí-

dicas entre los particulares exhiben un alto grado de variedad y multiplicidad, lo que se 

explica si se atiende al hecho de que en los negocios jurídicos intervienen conductas 

humanas, lo que supone un sinnúmero de alternativas. 

Cuando tales conductas son constitutivas de fraudes o de actos simulados, que 

pueden irrogar perjuicios tanto para una de las partes de la relación jurídica como res-

pecto de terceros, los afectados carecen de un marco ágil y dinámico que les permita 

remediar eficazmente los efectos perjudiciales de tales conductas, con desmedro de la 

protección y/o tutela de su derecho. Sostenemos que la normativa vigente no brinda 

adecuada protección al acreedor, tornando engorrosa y difícil la prueba de su derecho. 

Las dificultades expuestas inciden directamente en el tráfico negocial, y pone en 

riesgo el valor de la “seguridad jurídica”, entendido este concepto como un factor obje-

tivo indispensable que contribuye a alentar la realización de actos entre particulares, y 

que es el resultado de una multiplicidad de conductas ajustadas a la ley, del respeto a la 

seriedad de las transacciones, al cumplimiento de pautas de buena fe, equidad y razona-

bilidad en la celebración, ejecución y extinción de las relaciones jurídicas, y de la garan-

tía del mantenimiento de un marco legal por parte del Poder Público que sea estable y 

justo, no susceptible de variaciones, alteraciones o fluctuaciones inesperadas o incausa-

das. 

La falta de concurrencia de estos factores, provoca conflictos individuales y plu-

riindividuales que pueden afectar derechos protegidos constitucionalmente, lo que sin 

duda constituye una problemática de política económica y social de la que el Estado, en 

sus diversas manifestaciones como poder público, no puede estar ajeno, y se proyecta al 

derecho de propiedad reconocido y tutelado en la Constitución Nacional, en sus artícu-

los 14 y 17. 

 

2.2. Objetivos específicos. 
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 El equipo de investigación subdividió los temas a analizar atendiendo fundamen-

talmente a las especialidades de los mismos, y de acuerdo al desarrollo del diseño del 

proyecto de investigación, en su aspecto temático propuesto en el capitulado. 

 La Profesora Nélida Pérez trabajó sobre el Capítulo I, estudiando el derecho de 

propiedad, principalmente desde el ángulo de visión que sobre el particular ofrece la 

Constitución Nacional (art. 17), y su relación con los derechos enunciados en el art. 14 

de la Carta Magna. 

  Analizó lo referente a los orígenes de la propiedad privada, y a su concepción 

como “sagrada e inviolable” en los antecedentes constitucionales de 1819 y 1826. Citó 

las opiniones de juristas y doctrinarios de distintas épocas históricas y la postura de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación sobre la amplitud del derecho de propiedad en 

diversos fallos. Afirma que el derecho de propiedad constituye uno de los motores que 

impulsa el desarrollo del sistema económico y que se encuentra íntimamente vinculado 

con el concepto de “derecho adquirido” no sólo por sentencia firme. 

 Se incorporó una retrospectiva histórica referida al Derecho de Propiedad Inte-

lectual. 

Por otra parte la Dra. Nélida Pérez trabajó y desarrolló el Capítulo II, contem-

plando los hechos y actos jurídicos, analizando los vicios que los afectan, la ineficacia 

por revocación, rescisión o resolución y las nulidades, haciendo finalmente una mención 

a la autonomía de la voluntad y el orden jurídico. 

Y finalmente, abordó en el Capítulo VII, la Proyección de la simulación y el 

fraude en el Derecho Comercial, analizando la ley de Sociedades Comerciales y de 

Concursos y Quiebras, participando además junto al resto de los integrantes en la elabo-

ración conjunta de las conclusiones. 

 El Profesor José Gabriel F. Yamuni, trabajó sobre el Capítulo III: Simulación; 

Base Normativa; Antecedentes; Doctrina, Jurisprudencia y Derecho Comparado. 

 En ese capítulo se desarrolló lo atinente al concepto y orígenes de la simulación 

como vicio propio de los actos jurídicos, así como los antecedentes relacionados con su 

aplicación, los conceptos doctrinarios y las posturas jurisprudenciales nacionales; los 

requisitos legales exigidos para su configuración, y las condiciones necesarias para que 

opere en su aspecto contrario al ordenamiento jurídico, teniendo en cuenta que este es 

un instituto que, en principio, y si a nadie perjudica, ha sido admitido en el Código Ci-

vil. 
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Por otro lado el Dr. Yamuni desarrolló el Capítulo V: Acción de Simulación; 

Base Normativa; Antecedentes; Doctrina, Jurisprudencia y Derecho Comparado. 

 En este capítulo se desarrolla el objeto de la acción; la posibilidad de incoarla 

por las partes del negocio simulado, o por los terceros; la prescripción de la acción; la 

prueba de la simulación; la noción, exigencia y requisitos del “contradocumento”; las 

presunciones; así como los efectos de la declaración de simulación, con abundantes ci-

tas doctrinarias y jurisprudenciales. 

Asimismo, el Dr. Yamuni abordó en el Capítulo VII, la Proyección de la simula-

ción y el fraude en el Derecho Laboral, analizando la Ley de Contrato de Trabajo y 

normas complementarias y modificatorias, participando además junto al resto de los 

integrantes en la elaboración conjunta de las conclusiones. 

El Prof. Santo Roberto Peluso, trabajó en el Capítulo IV: El Fraude; su base 

normativa; los antecedentes, las posiciones doctrinarias y la jurisprudencia nacional a su 

respecto. Desarrolló lo inherente al concepto y orígenes del fraude como vicio propio de 

los actos jurídicos, así como los antecedentes relacionados con su aplicación, las opi-

niones doctrinarias y la postura de la jurisprudencia nacional, antes y después de la re-

forma introducida al Código Civil; así como los requisitos legales exigidos para su con-

figuración, y las condiciones necesarias para considerar la existencia de fraude, anali-

zando además la importancia del patrimonio del deudor como prenda común de los 

acreedores. 

 Este capítulo también aborda lo relativo al fraude en el Derecho Comparado, 

haciendo un análisis de las distintas legislaciones internacionales relacionadas con el 

tema de fraude y estafa. 

 Por otra parte desarrolló el Capítulo VI en lo relacionado con la acción revocato-

ria, en cuanto a la cuestión conceptual, como a la normativa vigente, sin dejar de tener 

en cuenta los antecedentes históricos, doctrinarios y jurisprudenciales, propias del insti-

tuto que es materia de trato, abordándose los aspectos civiles y penales que se relacio-

nan. 

Se analizó e investigó sobre los requisitos legales y las condiciones del fraude, 

fundamentalmente en relación con los derechos de terceros. 

Asimismo, el Dr. Peluso abordó en el Capítulo VII, la Proyección de la simula-

ción y el fraude en el Derecho Penal, analizando el Código Penal Argentino y normas 
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complementarias y modificatorias, participando además junto al resto de los integrantes 

en la elaboración conjunta de las conclusiones. 

El Dr. Jorge Angel Rumbo ha participado con todos los investigadores del equi-

po en el relevamiento bibliográfico y fichaje de libros, artículos y otros documentos. 

Asimismo, ha colaborado y coordinado la tarea individual en el desarrollo de los 

temas asignados, participando de todas las discusiones, revisiones y propuestas.  

 La investigación se dividió en etapas consistentes en: 

- Relevamiento bibliográfico de distintas bibliotecas; 

- Fichaje de libros, artículos y documentos relevados; 

- Trabajo de investigación individual mediante el desarrollo del tema asignado 

a cada investigador en particular; 

- Trabajo de discusión y revisión grupal del desarrollo de los temas asignados 

a cada investigador en particular; 

 

Se adjunta la bibliografía relevada  por todos los profesores investigadores. 

 

 El índice general es el siguiente: 

Capítulo I 

EL DERECHO DE PROPIEDAD 

1. La propiedad 

1.1. Evolución histórica 

1.2. El derecho de propiedad en los antecedentes constitucionales argentinos 

1.3. La propiedad, el liberalismo y el colectivismo 

1.4. Caracteres de las Constituciones Mejicana y Rusa 

1.4.1. El derecho de propiedad en la Constitución de los Estados Unidos Meji-

canos de febrero de 1917 

1.4.2. La Constitución Soviética de 1918 

1.5. La función social de la propiedad 

1.6. La doctrina católica de la propiedad 

1.7. El derecho de propiedad en la Constitución Nacional 

1.8. El derecho de propiedad como derecho subjetivo 

1.9. El derecho de propiedad en los Tratados de Derechos Humanos 
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1.10. El derecho de propiedad en las Constituciones de los Estados integrantes 

del Mercosur 

1.10.1. Constitución de la República Federativa de Brasil 

1.10.2. Constitución Nacional del Paraguay 

1.10.3. Constitución de la República Oriental del Uruguay 

2. El derecho real de dominio 

2.1. Etimología del concepto 

2.2. El dominio en el Código Civil Argentino 

3. Jurisprudencia 

4. El patrimonio 

4.1. Composición del patrimonio 

4.2. ¿Las deudas componen el patrimonio? 

4.3. El patrimonio como prenda común de los acreedores 

4.4. Ejecución individual y ejecución colectiva 

4.5. Distintas clases de acreedores 

4.6. Bienes embargables y bienes inembargables 

4.7. Medidas precautorias 

4.8. Acciones integratorias del patrimonio 

4.9. Otras figuras que protegen el patrimonio como prenda común de los 

acreedores. 

EL DERECHO DE PROPIEDAD INTELECTUAL. 

5. Antecedentes históricos. 

5.1. Italia. 

5.2. Francia. 

5.3. Inglaterra. 

5.4. España. 

6. Legislación sobre propiedad intelectual en América. 

7. Antecedentes históricos argentinos. 

8. La propiedad intelectual en las Constituciones de los países integrantes del 

Mercosur. 

8.1. Constitución Nacional de la República Argentina. 

8.2. Constitución de la República Federativa de Brasil. 

8.3. Constitución Nacional del Paraguay. 
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8.4. Constitución de la República Oriental del Uruguay. 

9. La Propiedad Intelectual en los Tratados de Derechos Humanos. 

9.1. Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre (OEA, 

1948). 

9.2. Declaración Universal de los Derechos Humanos, (ONU, 1948). 

9.3. Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

9.4. Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 

9.5. Convención Americana de Derechos Humanos, (Pacto de San José de 

Costa Rica, OEA, 1969). 

9.6. Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-

nos  en materia de derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

10. Adhesión a los Tratados y Convenciones internacionales sobre derechos inte-

lectuales. 

11. Ley Nacional 11.723. 

11.1. Antecedentes legislativos. 

11.2. Principios generales. 

11.3 Legislación complementaria.  

 

Capítulo II 

 ACTOS JURÍDICOS, VICIOS Y NULIDADES 

1. Del hecho al acto jurídico. 

1.1. Hechos jurídicos. Concepto. 

1.1.1. Hechos humanos voluntarios. 

1.1.2. Hechos voluntarios lícitos e ilícitos. 

1.1.3. El daño como presupuesto de responsabilidad. 

1.1.4. El abuso del derecho. 

1.1.5. Imputabilidad al autor de un hecho de las consecuencias inmediatas, me-

diatas, puramente casuales y remotas. 

1.1.6. Hechos involuntarios. 

1.1.7. El discernimiento. 

1.1.7.1.Hechos reputados sin discernimiento. 

1.1.8. La intención. 

1.1.8.1.Hechos reputados sin intención. 
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1.1.9. El dolo. 

1.1.10. La libertad. 

1.1.10.1. Hechos reputados sin libertad. 

1.1.10.2. La fuerza irresistible o la intimidación ejercida por un tercero. 

2. Acto jurídico. 

2.1. Clasificación de los actos jurídicos. 

2.1.1. Otra clasificación de los actos jurídicos. 

2.2. Sujetos en relación con el acto jurídico. 

2.3. Forma de los actos jurídicos. 

2.3.1. Forma por escrito. 

2.4. Objeto de los actos jurídicos. 

2.5. Vicios de los actos jurídicos. 

2.5.1. Simulación. 

2.5.2. Fraude. 

2.6. Diferencia entre ineficacia, invalidez y nulidad del acto. 

2.6.1. Ineficacia. 

2.6.2. Esterilidad. 

2.6.3. Caducidad. 

2.6.4. La ineficacia por revocación, rescisión o resolución. 

2.6.4.1.Revocación. 

2.6.4.2.Rescisión. 

2.6.4.3.Resolución. 

2.6.4.4.Nulidad. 

2.7. Nulidad. Concepto. 

2.7.1. Nulidad e inoponibilidad. 

2.7.2. Clasificación de las nulidades.  

2.7.2.1.Actos nulos. 

2.7.2.2.Actos anulables. 

2.7.2.3. Nulidad absoluta y relativa. 

2.7.3. Efectos de las nulidades. 

2.7.4. Confirmación 

2.8. Autonomía de la voluntad. 

2.9. Orden público. 
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Capítulo III 

1. SIMULACION 

1.1 La simulación en los actos jurídicos. Concepto. Nociones generales. 

1.2. Naturaleza jurídica del acto simulado. 

1.3. Eficacia y efectos del acto simulado. 

1.4. Caracterización. 

A) El negocio oculto. 

B) La causa simulandi. 

C) Jurisprudencia relativa a la causa simulandi. 

D) Causa simulandi, presunciones, bien de familia y pruebas dinámicas. 

E) Simulación y otros vicios de la voluntad. 

F) Simulación y acto jurídico indirecto. 

G) Acto simulado y acto fiduciario. 

H) Simulación y reserva mental. 

I) Simulación y negocio fraudulento. 

1.5. Configuración y requisitos exigidos por la jurisprudencia y la doctrina. 

A) Configuración. 

B) Necesidad del acuerdo de partes como requisito de la simulación. 

C) Casuística. 

1.6. Formas de simulación. 

I. a) Simulación de la naturaleza del acto. 

b) y c) Simulación de elementos del acto o su contenido. 

d) Interposición de personas. 

d.1) Interposición ficticia. El testaferro. 

d.2) Interposición real. 

d.3) Interposición fiduciaria. 

d.4) Simulación e interposición real. 

d.5) Interposición real e interposición ficticia. 

II) Inscripción de bienes a nombre de otro. 

1.7. Teoría de la apariencia. 

A) Fundamentos. 

B) Apariencia y simulación. 

1.8. Clases de simulación. 
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A) Simulación absoluta y relativa. 

B) Simulación lícita e ilícita. 

C) Parcial y total. 

1.9. La simulación en la doctrina de la penetración. 

1.10. Derecho Comparado. 

Capítulo IV 

1. FRAUDE. 

1.1. Antecedentes 

1.2. Base normativa 

1.3. La imputabilidad 

A) La culpa 

B) El dolo 

B) 1. Dolo delictual 

1..4. Estafa 

1.4.1. Situaciones ardidosas 

2. Defraudaciones en el cumplimiento de contratos u obligaciones sobre la en-

trega de cosas debidas. 

 

Capítulo V 

1. ACCIÓN DE SIMULACIÓN. 

1.1. Introducción. Objeto de la acción. 

1.2. Acción de simulación entre partes. 

A) Finalidad. 

B) Prescripción de la acción entre las partes del acto simulado. 

C) Posibilidad de ejercicio de la acción por el cómplice. 

D) Prueba de la simulación entre partes. Exigencia de contradocumento. 

1.- Jurisprudencia relativa al contradocumento. 

2.- Requisitos del contradocumento. 

3.- El contradocumento como única prueba de la simulación entre partes. 

4.- El criterio a partir de la reforma del Dec. Ley 17.711. 

5.- Prueba de la ausencia de contradocumento. 

6.- El contradocumento y los herederos de los simulantes. Valor probatorio. 

7.- Prueba en la acción de simulación ilícita entre partes. 



 14

E) Consecuencias de la acción de simulación entre partes. 

1.3. Acción de simulación por los terceros. 

A) Fundamentos y condiciones de ejercicio. 

B) Contra quién se dirige. 

C) Efectos de la declaración de simulación. 

D) Prueba de la simulación por los terceros. 

E) Las presunciones. 

F) Prescripción de la acción entablada por los terceros. 

1.4. Cuestiones diversas. 

1.- Enajenación a un subadquirente de buena fe. 

2.- Acreedores quirografarios del enajenante y del adquirente simulados. 

3.- Acreedores quirografarios de ambos simulantes. 

4.- Acreedores del ficto transfiriente, del ficto adquirente y del tercer adquirente. 

5.- Sucesores a título singular del ficto alienante y del ficto adquirente. 

6.- Sucesores singulares del ficto transmitente y acreedores del ficto propietario. 

1.5. Posibilidad de acumular las acciones de fraude y de simulación. 

1.6. Paralelo entre las acciones de simulación y de fraude. 

1.7. Derecho comparado. 

Capítulo VI 

1. ACCIÓN PAULIANA O REVOCATORIA 

1.1. Antecedentes. 

1.2. Base normativa  

A) Legitimados activos 

B) Legitimados pasivos 

1.3. Prueba 

1.4. Prescripción 

 

Capítulo VII 

PROYECCIÓN DE LA SIMULACIÓN Y EL FRAUDE EN EL DERECHO PE-

NAL, COMERCIAL Y LABORAL. 

1. EN EL DERECHO PENAL 

Proyección del Fraude 

Proyección en el Derecho Laboral 
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Proyección en el Derecho Comercial 

2. EN EL DERECHO COMERCIAL  

2.1. Análisis de la Ley de Sociedades Comerciales 

2.1.1. Socio aparente y socio oculto 

2.2. Inoponibilidad de la personalidad jurídica 

2.2.1. Jurisprudencia 

2.3. Acciones de responsabilidad de la ley de Sociedades Comerciales 

2.4. Nulidades en la Ley de Sociedades Comerciales 

2.4.1. Cláusulas leoninas 

2.4.2. Vicios que afectan el objeto social 

2.4.2.1. Sociedad de objeto ilícito 

2.4.2.2. Sociedad de objeto lícito y actividad ilícita 

2.4.2.3. Sociedad de objeto prohibido en razón de su tipo 

2.5. Análisis de la Ley de concursos y quiebra 

2.5.1. Declaración de quiebra 

2.5.2. Fecha de cesación de pagos 

2.5.3. Período de sospecha 

2.5.4. Ineficacia concursal 

2.5.5. Revocatoria concursal 

2.5.6. Acción por los acreedores 

2.5.7. Acotamiento de los derechos del acreedor 

2.5.8. Revocatoria ordinaria 

2.5.9. Efectos 

2.5.10. Diferencia entre la acción revocatoria concursal y la acción revocatoria 

civil 

2.6. Sociedad. Derecho de receso 

2.7. Extensión de la quiebra a los socios ilimitadamente responsables 

2.7.1. Socio ilimitadamente responsable en la sociedad transformada 

2.7.2. Extensión de la quiebra a quienes actuaron en interés personal 

2.7.3. Extensión de la quiebra a toda persona controlante. 

2.7.4. Extensión de la quiebra por confusión patrimonial inescindible 

2.7.5. Responsabilidad de los representantes y terceros 
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2. 8. Inhabilitación del fallido 

3. EN EL DERECHO LABORAL 

3.1. La normativa laboral vigente. 

3.1.1. Efectos. 

3.2. El abuso de la personalidad societaria. 

3.2.1. Inoponibilidad de la personalidad jurídica. 

3.2.2. La doctrina de la personalidad jurídica. Sus límites. 

3.3. La doctrina de la penetración y el Derecho Laboral. 

3.3.1. Generalidades. 

3.3.2. Antecedentes. Evolución y aplicación en el Derecho Laboral. 

3.3.3. Colofón. 

 

Capítulo VIII 

 CONCLUSIONES 

 CUMPLIMIENTO DE HIPOTESIS 

 MODIFICACIONES LEGALES A PROPONER 

 

El derecho de propiedad se encuentra reconocido en los  arts. 14 y 17 de la 

Constitución Nacional (CN). 

 La Constitución no define qué es la  propiedad.  

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, ha decidido que el término "propie-

dad" comprende todos los intereses apreciables que el hombre puede poseer fuera de sí 

mismo, de su vida y de su libertad (Caso Bourdie, Fallos, 147:307). 

 Esto significa que no sólo el dominio sobre las cosas es derecho de propiedad, 

también lo son los restantes derechos reales y también los derechos creditorios. 

 Los derechos del autor, o inventor y los derechos a las marcas son también dere-

cho de propiedad. 

El Derecho de propiedad debe ejercerse "conforme a las leyes que reglamenten 

su ejercicio", por lo tanto, autoriza al Congreso a reglamentarlo razonablemente, no 

admite un derecho absoluto e ilimitado. Es el legislador, quien determina y señala el 

contenido más o menos concreto de todo derecho. Lo reglamenta, imponiéndole las res-

tricciones y limitaciones necesarias, fundándose en las necesidades de orden jurídico, 

social, económico y aún político de la sociedad para la cual legisla. 
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El Patrimonio está integrado por la suma de todos los derechos susceptibles de 

apreciación pecuniaria de que puede ser titular un sujeto de derecho. Tales son los dere-

chos que recaen sobre las cosas o derechos reales y los derechos personales o de crédito. 

El art. 2312 del C.C. expresa textualmente que: "Los objetos inmateriales susceptibles 

de valor, e igualmente las cosas, se llaman "bienes". El conjunto de los bienes de una 

persona constituye su "patrimonio".  

El patrimonio de una persona es la garantía común de sus acreedores. 

Los acreedores, o titulares de derechos creditorios, pueden agredir el patrimonio 

del deudor a los fines de satisfacer sus acreencias. Ese patrimonio constituye la garantía 

del pago de tales créditos.  

La regla es que todos los bienes que componen el patrimonio del deudor son pa-

sibles de ejecución por sus acreedores, a los fines de percibir sus acreencias. Sin embar-

go, la ley establece, en supuestos excepcionales, la inembargabilidad de ciertos bienes 

en resguardo de las necesidades mínimas del deudor y su familia. 

El ordenamiento jurídico brinda la facultad de obtener ciertas medidas precauto-

rias o cautelares, que sirven para resguardar la posibilidad de percibir un crédito.  

Las acciones llamadas integratorias aseguran la integridad del patrimonio como 

prenda común de los acreedores. 

La acción subrogatoria es la acción que pueden ejercer los acreedores ante la in-

acción de su deudor. 

Conforme al art. 1196 CC "los acreedores pueden ejercer todos los derechos y 

acciones de su deudor, con excepción de los que sean inherentes a su persona". 

La acción revocatoria es la contemplada en el art. 961 C.C., establece que: "todo 

acreedor quirografario puede demandar la revocación de los actos celebrados por el 

deudor en perjuicio o en fraude de sus derechos".  

La acción de simulación tiende a  la declaración de nulidad del acto. 

Ley 19.550  de sociedades comerciales 

 La ley que regula a las sociedades comerciales es la ley 19.550 con sus modifi-

caciones. Expresamente ningún artículo de la ley menciona las locuciones “simulación”, 

ni  “fraude”, pero puede considerarse implícitas en los arts. 34 y 54 LSC. 

Socio aparente es quien simula ser socio, simula haber realizado un aporte, simu-

la percibir utilidades. Aparece como socio en el contrato social, pero en realidad no lo 

es. Los demás socios saben que no tiene esa calidad.  
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Para proteger los derechos de terceros, este socio aparente es considerado tal 

frente a aquellos que contratan con la sociedad, con las obligaciones y responsabilidades 

de un socio, conforme el tipo social. 

En las relaciones intersocietarias, los demás socios están obligados a reembolsar 

al socio aparente lo que este pagare. 

Socio oculto es aquel que frente a los terceros esconde o niega su condición de 

tal y no figura en el contrato social. La LSC lo sanciona con  responsabilidad ilimitada y 

solidaria, cualquiera sea el tipo social de la sociedad comercial de que se trate. 

Inoponibilidad de la personalidad jurídica 

 La actuación de la sociedad es causal de inoponibilidad cuando: 

a) Se encubre la consecución de fines extrasocietarios; 

b) Constituye un mero recurso para violar la ley, el orden público y la buena fe; 

c) Tiene por objeto frustrar derechos de terceros. 

 La desestimación de la personalidad debe quedar limitado a casos concretos y 

verdaderamente excepcionales, supuestos que pueden darse en sociedades aparentes o 

ficticias, en las cuales se pone de manifiesto una apariencia engañosa, una simulación 

preconcebida y disimulada, en la que la realidad puede consistir en las actividades de 

una persona física o jurídica que se oculta tras una sociedad ficticia. 

Los socios o controlantes que hicieron posible dicha actuación responden solida-

ria e ilimitadamente por los perjuicios causados. 

La inoponibilidad de la personalidad jurídica no importa la nulidad ni la disolu-

ción de la sociedad, sino sólo la prescindencia de los efectos de la personalidad, esto es, 

la imputación directa de los efectos del acto ilícito o extrasocietario subsistiendo la 

normativa societaria en todo lo demás. 

Debe compatibilizarse los derechos del sujeto damnificado por tal actuación con 

los derechos de los acreedores de la sociedad, que podrán verse perjudicados por una 

sentencia de declaración de inoponibilidad.  

Si los socios optan por la disolución de la sociedad frente a una sentencia decla-

rativa de inoponibilidad que la obligue a desprenderse de determinados bienes, resultan 

aplicables las normas de los arts. 107 y 109 LSC que aseguran a los acreedores sociales 

el derecho a oponerse a esa reducción de capital social, que sólo puede ser dejada de 

lado mediante la satisfacción de sus créditos o la garantía suficiente del cobro oportuno 

de los mismos. 
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Ley 24.522 de concursos y quiebras 

La ley que regula los concursos y las quiebras es la Ley 24. 522. 

En la ley se analizan los actos ineficaces respecto a los acreedores, la “revocato-

ria concursal” y se hace mención a la revocatoria ordinaria.. 

 La fecha de inicio del estado de cesación de pagos es un elemento fundamental, 

dado que es el punto de partida para la formación del período de sospecha que se ex-

tiende hasta la sentencia de quiebra, dentro del cual pueden generarse los actos del deu-

dor susceptibles de ser declarados ineficaces, (art. 116 LCQ). 

La quiebra tiene un efecto retroactivo a fin de determinar si existen actos del 

deudor, realizados en la etapa anterior a su declaración, que merecen ser sancionados 

con la inoponibilidad de los mismos a la masa de acreedores. 

Son ineficaces respecto de los acreedores los actos realizados por el deudor en el pe-

ríodo de sospecha, que consistan en: 

1) Actos a título gratuito. 

2) Pago anticipado de deudas cuyo vencimiento según el título debía producirse 

en el día de la quiebra o con posterioridad. 

3) Constitución de hipoteca o prenda o cualquier otra preferencia, respecto de 

obligación no vencida que originariamente no tenía esa garantía. 

4) La declaración de ineficacia se pronuncia sin necesidad de acción o petición 

expresa y sin tramitación. La resolución es apelable y recurrible por vía inci-

dental, (art. 118 LCQ). 

La ineficacia constituye una sanción legal sobre un acto jurídico: le priva de sus 

efectos normales entre los intervinientes frente a determinadas personas, de donde resul-

ta que la ineficacia se expresa como nulidad, inoponibilidad e inaplicabilidad de pactos 

o normas jurídicas. 

Revocatoria concursal  

Los demás actos perjudiciales para los acreedores, otorgados en el período de 

sospecha pueden ser declarados ineficaces respecto de los acreedores, si quien celebró 

el acto con el fallido tenía conocimiento del estado de cesación de pagos del deudor. El 

tercero debe probar que el acto no causó perjuicio. Tramita ante el juez del concurso por 

vía ordinaria, salvo que las partes se pongan de acuerdo para que tramite por vía de in-

cidente. La acción es ejercida por el síndico, sujeta a autorización previa de la mayoría 

del capital quirografario verificado y declarado admisible (art. 119 LCQ). 



 20

La acción  revocatoria concursal debe dirigirse contra todos los otorgantes del 

acto impugnado. Es decir, en la demanda se comprenderán al fallido, al tercero y a los 

adquirentes, ya que todos pueden verse perjudicados si prospera la acción. 

La promoción de la acción no está sometida al tributo previo, pero, una vez con-

cluida debe pagarse la tasa de justicia por quien ha resultado perdedor. Si es la masa la 

que ha perdido el proceso, el crédito deberá ser graduado como gasto de justicia en los 

términos del art. 240 LCQ. 

El art. 119 LCQ no regula los efectos frente a terceros subadquirentes,. 

El legitimado activo para iniciar esta acción es el síndico con la autorización 

otorgada por los acreedores que representen la mayoría simple del capital quirografario 

y declarado admisible.  

Para su otorgamiento el juez debe convocar a una asamblea de acreedores o exi-

gir su conformidad por escrito exteriorizada con firma certificada.  

En la acción de “revocatoria concursal”, es presumido el daño a los acreedores, 

recayendo en el tercero la carga de demostrar que no se han configurado los extremos 

dañosos. 

En caso de que el síndico no inicie la acción de “revocatoria concursal”, cual-

quier acreedor interesado la podrá deducir a su costa, después de transcurridos treinta 

días desde que haya intimado judicialmente  a aquel para que la inicie (art. 120 LCQ). 

Acción por los acreedores  

La inactividad del síndico, otorga la legitimación necesaria al acreedor interesa-

do para que promueva la acción pertinente. 

Acreedor interesado, es todo aquel cuyos créditos han sido verificados y decla-

rados admisibles, (crédito quirografario, privilegiado general o privilegiado especial).  

El acreedor que pretenda intimar al síndico, a fin de cumplir con el requisito 

previo que establece la norma, deberá presentar un escrito en el expediente falencial, 

indicando cuál es el acto susceptible de revocación, la mora del síndico, y los funda-

mentos por los cuales estima procedente esa acción. 

Si se declara la ineficacia, el acreedor tiene derecho al resarcimiento de sus gas-

tos y a una preferencia sobre los bienes recuperados que determinará el juez conforme a 

lo establecido en el art. 120 LCQ. 

El segundo párrafo del art. 120 LCQ,  le  prohibe al acreedor acudir al beneficio 

de litigar sin gastos. En cualquier estado del proceso, el magistrado podrá, a pedido de 
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parte, ordenar que el acreedor afiance las eventuales costas del proceso, debiendo esti-

marlas provisoriamente. En caso de que el acreedor no prestara la caución, el proceso se 

tiene por desistido con costas al accionante. 

El acreedor está protegiendo un interés propio, estas restricciones podrán  consti-

tuir una denegación de justicia. 

Revocatoria ordinaria  

La ley de concursos y quiebras,  (art. 120 LCQ) autoriza a los acreedores a ejercer 

la acción regulada por los arts. 961 a 972 del Código Civil. 

Cuando el acto que se pretende atacar se encuentra celebrado fuera del período 

de sospecha, procederán la acción revocatoria ordinaria o la acción de simulación (arts. 

961 y 955 C.C., respectivamente). Pueden ser ejercidas por el síndico, y por cualquier 

acreedor, previa intimación al síndico. 

El trámite de la acción, será el impuesto por el Código Procesal para los juicios 

ordinarios y aquélla no estará exenta del pago de tasa judicial, aunque la promueva el 

síndico, dado que las previsiones del art. 119 LCQ en tal sentido se aplican sólo a la 

acción de revocatoria concursal. 

Fraude 

Los institutos reconocidos como derecho de los acreedores a recomponer el pa-

trimonio del deudor, encuentran su razón de ser cuando se carece de otra alternativa 

legal. 

Las acciones de simulación y fraude, pese a su siempre perfectible tratamiento 

legal, se encuentran alcanzadas por un criterio preventivo, y éste las despoja de toda 

utilidad y sentido concreto, si en este proceso se satisface a los acreedores convocados. 

Todos los bienes de una persona están afectados al cumplimiento de sus obliga-

ciones, lo cual se enuncia con una fórmula más expresiva que exacta, según la cual el 

patrimonio es la prenda común de los acreedores. 

Con ello no se quiere decir que los acreedores tienen constituido un derecho real 

de prenda sobre los bienes del deudor, sino que ellos pueden dirigirse contra dichos bie-

nes y ejecutarlos a fin de obtener la satisfacción de sus créditos. 

Al perjuicio provocado a los acreedores por el acto fraudulento, la ley procura 

remediarlo mediante la acción pauliana o revocatoria, que tiende a la reconstitución de 

la garantía del acreedor que ha sido disminuida por la enajenación impugnada y persi-



 22

gue concretamente la ejecución de un bien que aunque ya ha salido del patrimonio del 

deudor continúa integrando aquella garantía. 

A nuestro criterio y con parte de la doctrina consideramos que la acción revoca-

toria constituye una acción de nulidad. El acto fraudulento es perfectamente válido y 

eficaz, tanto respecto de las partes cuanto respecto de terceros en general. 

Solo frente a ciertas personas, los acreedores anteriores del enajenante de los 

bienes, el acto deja de ser eficaz, pudiendo tales personas prescindir de su realización, 

como si ello no hubiere ocurrido. 

Este desdoblamiento del acto jurídico que mantiene su validez y eficacia, salvo 

respecto de las personas autorizadas para impugnarlo, se reconoce en doctrina con el 

término de “inoponibilidad”, diciéndose que el acto fraudulento no es inválido sino in-

oponible a los acreedores del enajenante que fueron defraudados o perjudicados. 

Durante largo tiempo la acción de simulación ejercida por los acreedores fue 

confundida con la revocatoria, considerándose que aquella solo era una especie de ésta. 

Entendemos que en algún caso es menester conjugar ambas acciones, como ocu-

rre cuando se da una apariencia inocente (simulación relativa) o un acto perjudicial o 

fraudulento. 

Por ello es necesario deducir una acción de simulación para desvanecer la apa-

riencia engañosa, y establecido el verdadero estado de las cosas, alegar la inoponibilidad 

del acto real mediante la acción revocatoria. 

Pero la necesidad de recurrir a ambas acciones para remediar esa situación parti-

cular, no puede confundir acciones que difieren por su naturaleza y, consiguientemente 

en cuanto a su régimen propio. Por lo demás, la diversidad de naturaleza de ambas ac-

ciones no impide su acumulación en un mismo juicio, una en subsidio de la otra, pues la 

prueba a rendirse puede precisar cuál de las acciones es procedente. 

A nuestro entender es posible acumular ambas acciones, pese a su distinta es-

tructura y a que una procura mostrar un acto ficto y la otra un acto real. Primero se ana-

liza si el acto es serio o ficto y sólo si es serio se entra a decidir su carácter lícito o frau-

dulento. La acción de fraude reconoce así un carácter subsidiario. Y en principio debería 

accionarse respetando el plazo de prescripción menor: el de la acción revocatoria, pues 

se interpreta que la prescripción corre separadamente, y la promoción de una de estas 

acciones no interrumpe el curso de la prescripción de la otra. 

Simulación. 
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La simulación consiste en una discordancia entre la voluntad interna de los otor-

gantes del acto con su manifestación exterior, producida conscientemente como conse-

cuencia del acuerdo de las partes del acto, efectuada con ánimo de engañar, de donde 

puede o no resultar lesión al orden normativo o a los terceros ajenos al acto. 

La ley, en principio, reputa lícito al negocio simulado, pese a reconocer que el 

mismo no refleja la verdad. De esta manera enfrentamos un acto que pretende esconder 

la verdad y al mismo tiempo producir un engaño hacia quienes no han participado en él. 

En cualquier caso, la simulación consiste siempre en ocultar la verdad, en disi-

mular los reales propósitos que las partes persiguen. Y aunque no es requisito indispen-

sable la intención de dañar, sí lo es la de engañar. 

Sin embargo, pese al amparo legal, entendemos que todo acto simulado encierra 

una ilicitud más o menos manifiesta pero existente, pues aun cuando no haya un particu-

lar damnificado, se verifica tarde o temprano un perjuicio al fisco, o una violación del 

orden jurídico, por mínima que sea. 

Cualquiera fuere la forma de la simulación, siempre tendrá por efecto la nulidad 

del negocio aparente. Pero si la apariencia sirvió para ocultar un negocio jurídico serio, 

la nulidad del fingido no es obstáculo para la posible eficacia de aquel, el cual producirá 

las consecuencias jurídicas que le sean propias. 

Si la causa simulandi es lícita y no perjudica a terceros, el acto oculto obliga a 

las partes entre sí. Pero si es ilícita, o perjudica a terceros, las partes no podrán ejercer la 

acción entre sí, y aquellos pueden atacar el negocio simulado tornándolo ineficaz. 

Interposición de personas. 

 Cuando media interposición real de persona, el acto jurídico no es simulado pues 

no hay acuerdo simulatorio entre los otorgantes del acto, ya que el vendedor desconoce 

que el adquirente (prestanombre) actúa por orden del verdadero comprador. Distinta es 

la situación cuando la interposición es ficta, pues allí sí hay un acuerdo trilateral que 

invalida el negocio jurídico celebrado. 

 Si el enajenante conoce la interposición de persona hay simulación relativa, con-

sistente en la transmisión de derechos a favor de personas interpuestas que no son aque-

llas para quienes en realidad se constituyen o transmiten. En cambio, si hubiera ignora-

do la real interposición, el acto es válido, pasando los derechos transmitidos efectiva-

mente en cabeza del adquirente. No hay allí simulación, y en tal caso el mandante ocul-
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to deberá recurrir no a una acción de simulación contra los intervinientes en el acto, sino 

a una acción de mandato contra el mandatario renuente a transmitirle el bien adquirido. 

Interposición Ficticia: El testaferro. 

En este aspecto, la simulación se realiza con la intervención de un tercero que se 

posiciona en el lugar de una de las partes del contrato. Es el caso clásico de (A) quien 

quiere donar un bien a otro (B), y para ello recurre a un tercero (C) a quien “vende” el 

bien. Este tercero comprador -C, el testaferro-, a su vez “vende” luego el bien al real 

destinatario de la donación (B). Esta operación elíptica de interposición ficta, suele ocu-

rrir cuando hay normas que prohiben realizar del acto, o directamente para eludir la ley. 

El concepto de prestanombre, testaferro u hombre de paja queda reservado al in-

termediario ficticio. Sólo la interposición ficticia perfila el campo de la simulación. 

Interposición real. 

En este caso, un tercero interpuesto adquiere efectivamente el bien que a él fue 

transmitido, pero en rigor lo hace como mandatario oculto del real interesado en adqui-

rir, sin que lo sepa el vendedor, quien en todo tiempo entiende realizar un acto real. 

Aquí el intermediario es un verdadero contratante; es un mandatario que adquie-

re en su nombre una situación jurídica que, por su relación interna, queda obligado a 

transmitir al mandante oculto. 

 La distinción con la interposición ficticia es clara frente a los efectos de uno y 

otro supuesto, pues en ésta se persigue una declaración de invalidez del negocio todo, 

pues ese acto no puede ser inválido respecto de uno de los otorgantes y permanecer vá-

lido respecto del otro. En cambio, en la interposición real, queda fuera de todo contexto 

la pretendida invalidez del acto. Por tanto, para que se configure la simulación, debemos 

comprobar una insinceridad compartida, común a sendos otorgantes del acto simulado. 

Interposición fiduciaria. 

En este caso, la persona interpuesta adquiere los derechos que se le transmiten, 

pero se obliga a traspasarlos a un tercero. A diferencia del testaferro, el fiduciario ad-

quiere efectivamente el derecho, aunque en virtud del pacto de fiducia, surgen límites en 

sus poderes. El fiduciante sólo tiene un derecho personal a la satisfacción de la obliga-

ción por el fiduciario; mientras que éste es titular del derecho transmitido. 

Teoría de la apariencia. 
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La denominada teoría de la apariencia actúa como verdadera fuente jurígena en 

determinadas situaciones que difieren de la realidad, en aras de la seguridad dinámica 

del tráfico. 

El fundamento de la protección del tercero de buena fe que adquirió un derecho 

de quien lo tenía a su favor con las formalidades exigidas por la ley, aunque su titulari-

dad real se reconozca en otro, es la seguridad jurídica. En virtud de esta posición, se da 

prevalencia a la protección del tercero de buena fe a quien la titularidad real le resultaba 

de imposible conocimiento frente al verus dominus. 

El agregado introducido por la ley 11.711 al art. 1051, ha significado otorgar una 

notable ampliación del campo de operatividad de la doctrina de la apariencia jurídica en 

nuestro derecho. 

Acción de simulación. 

Los derechos de las partes que celebraron una simulación lícita, o de los terceros 

que han resultado víctimas de un perjuicio, se dirime a través de la acción de simula-

ción, cuyo objeto es precisamente, la declaración de simulado del acto que se ataca. 

La acción será conservatoria o integrativa del patrimonio de su deudor según se 

la tome desde el punto de vista de los acreedores o terceros ajenos al acto, respectiva-

mente. En el caso de la acción entre partes, la misma se encamina a sacar a la luz la rea-

lidad encubierta, siendo entonces una acción declarativa de la realidad oculta. 

La acción de simulación se endereza a la simple comprobación judicial de la 

verdadera realidad jurídica, oculta bajo una falsa apariencia, y a preparar el camino a 

ulteriores acciones de pago o cumplimiento. 

La acción de simulación resulta declarativa entre las partes, al perseguir, preci-

samente, la declaración de que el acto es simulado. 

Prescribe a los dos años, sea la simulación absoluta o relativa, contados desde 

que el aparente titular del derecho haya pretendido desconocer la simulación. 

Prueba de la simulación entre partes. El contradocumento. 

El contradocumento es el instrumento público o privado, otorgado por las partes 

o el beneficiario del acto simulado, normalmente destinado a quedar secreto, en el que 

se declara el verdadero carácter o contenido del acto, y tendiente a restablecer la reali-

dad de las cosas, y constituye el medio por excelencia de prueba de un acto simulado. 
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Por regla, es la prueba por excelencia en la simulación entre partes y su ausencia 

hace presumir la sinceridad del acto. Pero el principio de prueba literal admite excep-

ción cuando la simulación ha sido hecha in fraudem legis. 

El contradocumento no exige forma ni solemnidad especial. Debe ser otorgado 

por las mismas partes contratantes, o por el beneficiario aparente de la simulación, o su 

representante, y debe referirse ineludiblemente al acto ostensible, al cual explica o mo-

difica. No se exige la simultaneidad material en la entrega del contradocumento, sino la 

intelectual que allí se verifica y que constituye la expresión del acuerdo entre las partes. 

Acción de simulación por los terceros. 

Tercero es todo aquel que, no habiendo participado en el acto simulado, sea titular 

de un interés legítimo, actual, y aun eventual. 

La acción por los terceros, tiende a la declaración de nulidad del acto simulado. 

En principio, debe dirigirse contra todas las partes otorgantes del acto simulado, a quie-

nes interesa y afecta. 

A diferencia de la acción revocatoria, cuya nulidad se declara en interés del 

acreedor accionante, conservando su eficacia en las relaciones entre las partes, la acción 

de simulación, por atacar un acto aparente, no posee igual efecto, pues el acto no puede 

reputarse al mismo tiempo no existente respecto de terceros y existente para las partes. 

Los autores de una enajenación simulada en perjuicio de terceros, son solidaria-

mente responsables de los daños provocados al mismo, toda vez que ello, en suma, im-

porta la comisión de un delito civil. 

Finalmente, y a diferencia de lo que ocurre con la acción revocatoria, la nulidad 

resultante de la declaración de simulación, aprovecha a todos los acreedores, aun cuan-

do no hayan demandado la simulación. 

Prueba de la simulación por los terceros. 

Incumbe al tercero que acciona por simulación acreditar los extremos conducen-

tes a la probanza de sus asertos. Terceros y acreedores en general pueden acreditarla por 

toda clase de pruebas, aun la presuncional, pues ellos se han encontrado dificultados de 

procurarse una prueba escrita. Incluso con el propio contradocumento, si lo hallasen. 

Tal desigualdad probatoria existente entre terceros y partes, ha llevado a la doc-

trina y jurisprudencia a morigerar los principios del onus probandi y distribuir con sen-

tido más realista la carga de la prueba. 
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Por ello, en materia de simulación, la concepción moderna sobre las cargas di-

námicas, de sustento indiscutible, entiende que a los demandados por simulación por un 

tercero no les basta negar los hechos y afirmar la realidad del acto que defienden, sino 

que debe hacer esfuerzos probatorios para mostrarlo, lo cual no es un deber moral, sino 

una carga jurídica. Deben aportar pruebas tendientes a convencer de la honestidad y 

sinceridad del acto en el que intervinieron. 

En ninguna materia como en ésta, el criterio judicial tiene una libertad de acción 

tan amplia; y circunstancias o hechos que en un caso dado tienen un valor decisivo, en 

otros casos no han sido considerados bastantes. 

Las presunciones. 

Esa amplitud probatoria establecida a favor de los terceros, teóricamente com-

prende todo tipo de prueba, pero en la práctica suele reducirse a la prueba presuncional. 

La presunción es en sí una prueba débil, por lo que la ley exige que ellas sean graves, 

precisas y concordantes. Es decir que deben tener envergadura, no ofrecer superficiali-

dad; no deben ser vagas; y deben ser afines, que su sentido armonice. 

En consecuencia, y fuera de los casos en que la ley presume la simulación, bas-

tan las presunciones para decretar la simulación, cuando se lleva al ánimo del magistra-

do la certeza de encontrarse ante un acto que solo tiene las apariencias de tal o que en-

cubre otro distinto. 

El curso de la prescripción en la acción por los terceros comienza desde que han 

tenido conocimiento pleno y cabal de la simulación, no bastando las simples sospechas. 

Enajenación a un subadquirente de buena fe. 

Si tras una venta simulada, el propietario aparente enajena el bien real y efecti-

vamente a un subadquirente de buena fe, y luego se declara simulada la venta aparente, 

la enajenación realizada es perfectamente válida y no puede ser anulada. Si el subadqui-

rente hubiera procedido de mala fe (o conocido la simulación, o el contradocumento), la 

venta efectuada por el propietario aparente podría también anularse (arts. 996 y 1051). 

En consecuencia, la simulación no puede ser invocada para anular la enajenación a fa-

vor de un tercero de buena fe. 

La Simulación y el Fraude en el Derecho Laboral. 

Configuración. 

En materia laboral, las conductas o los actos simulados o fraudulentos tienden a 

eludir las responsabilidades del empleador, tanto frente al trabajador como respecto de 
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las normas laborales, que son de orden público, y aun con relación al Estado (normas 

previsionales y fiscales), y a los terceros (otros empleadores respetuosos de la ley). 

 El fraude a la ley frustra la finalidad de la norma; consiste en un negocio real e 

indirecto, y tiende a buscar un resultado similar al que la norma prohíbe, mientras que la 

simulación tiene por finalidad ocultar una relación o un acto verdadero para producir 

una situación jurídica aparente, privando al trabajador de sus derechos y eludiendo el 

cumplimiento de las obligaciones laborales. 

Numerosas disposiciones de la LCT tienden a evitar y combatir el fraude y la 

simulación en el contrato de trabajo. Dicha norma reputa nulo todo contrato por el cual 

las partes hayan procedido con simulación o fraude a la ley laboral. Estipula la sustitu-

ción de las cláusulas del contrato de trabajo que alteren en perjuicio del trabajador nor-

mas imperativas consagradas por leyes o convenios colectivos de trabajo, castigándolas 

con la nulidad absoluta, al tiempo que establece normas protectorias que conforman un 

piso legal por debajo del cual las partes no pueden avanzar (principios de indisponibili-

dad y limitación de la autonomía de la voluntad), siendo los derechos reconocidos al 

trabajador por la ley, los estatutos profesionales, o los convenios colectivos de trabajo, 

de carácter irrenunciable. 

Asimismo, castiga la intermediación en la provisión de personal, y los trabajado-

res contratados por terceros para ser proporcionados a las empresas, serán considerados 

empleados directos de quien utilice su prestación, responsabilizando solidariamente a 

los contratantes por las obligaciones emergentes del vínculo y de la seguridad social. 

Idéntica solidaridad se impone a empresas de servicios eventuales y las usuarias 

de dichos servicios, por todas las obligaciones laborales, como así también respecto de 

la empresa principal y sus cesionarios, contratistas o subcontratistas, frente al incum-

plimiento de los deberes previstos en la ley. También prevé la solidaridad de los conjun-

tos económicos frente a las obligaciones contraídas con sus trabajadores y con el siste-

ma de la seguridad social de una o más empresas, aunque tuviesen cada una personali-

dad jurídica propia, estuviesen bajo la dirección, control o administración de otras, o de 

tal modo relacionadas que formen un conjunto económico de carácter permanente. 

La ley reputa actos de las personas jurídicas los de sus representantes legales o 

de quienes, sin serlo, aparezcan como facultados para ello, constituyendo una cláusula 

ajustada a la normativa protectora del trabajador tendiente a evitar el fraude laboral, y 

faculta a la autoridad de aplicación a establecer los requisitos o modalidades que asegu-
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ren la validez probatoria de los recibos de sueldo, la veracidad de sus enunciaciones y el 

más eficaz contralor de su pago, en prevención de fraude. 

También impone al sucesor o adquirente de un establecimiento, asumir las obli-

gaciones emergentes del contrato de trabajo que el transmitente tuviera con el trabajador 

cedido, al tiempo que dispone la responsabilidad solidaria del transmitente y adquirente 

de un establecimiento respecto de las obligaciones laborales existentes a la época de 

transmisión, previendo idéntica responsabilidad en el caso de cesión del personal que no 

comprenda la del establecimiento, por las obligaciones derivadas del contrato de traba-

jo, aun cuando mediare conformidad escrita del trabajador cedido. 

Son claros supuestos de fraude a la ley laboral, los casos de interposición de la 

persona del empleador, apareciendo como tal quien en realidad no es el que se beneficia 

con el resultado de la explotación (intermediación fraudulenta), como asimismo la crea-

ción sucesiva de sociedades que, aun siendo de diversa tipología u objeto, son integra-

das por similares personas físicas, o mantienen el mismo objeto en la explotación, sir-

viéndose de los mismos trabajadores, y muchas veces en el mismo lugar físico de traba-

jo. Ello constituye una utilización abusiva de las facultades concedidas por el legislador 

a las personas jurídicas, pues se afectan intereses de terceros y se producen situaciones 

de fraude que hacen procedente la condena solidaria. 

Efectos. 

El acto simulado en materia laboral es nulo. Eliminado así el acto aparente, aflo-

ra la realidad, que puede consistir en la inexistencia total (simulación absoluta) o parcial 

de ese acto (simulación parcial), o la existencia de otro acto distinto (simulación relati-

va). Y como el acto ilícitamente simulado tenía por función eludir la aplicación de nor-

mas laborales imperativas, eliminado aquel, resulta la aplicabilidad de estas. También 

los actos in fraudem legis son nulos, y la relación queda regida por la LCT, por lo que 

procede siempre la aplicación de la ley que se pretendió burlar. 

La doctrina de la personalidad jurídica. Sus límites. 

 Las doctrinas de la personalidad jurídica, y de la “responsabilidad limitada” que 

la complementa, han sufrido un proceso de íntima relación, al punto de desarrollar una 

noción que abarca a ambas: la personalidad jurídica de responsabilidad limitada. 

 En general, y fuera de algunas excepciones, la idea de la limitación de la respon-

sabilidad ha sido característica de los entes ideales. En todo caso, esa limitación importa 

una ventaja que es otorgada por el poder público en base a ciertas razones, que se niega 
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a los restantes miembros de la comunidad. Tal ventaja radica en el derecho de responder 

frente a las deudas sólo con una porción del patrimonio. 

 Este privilegio de la responsabilidad limitada se ha ido extendiendo con el con-

vencimiento sobre los beneficios que la actividad privada aporta a la comunidad, en 

desmedro de las formas jurídicas que importan responsabilidad patrimonial total. 

 Pero frente al uso de tal beneficio, se da también su abuso, y por ello la necesi-

dad de ponerle remedio, pues la inusitada facilidad para limitar la responsabilidad a tra-

vés de la persona jurídica ha llevado a utilizar las formas jurídicas que admiten la res-

ponsabilidad limitada para consumar fraudes y perjuicios diversos a terceros, eludir el 

pago de impuestos, obligaciones contractuales, en fin, obligaciones de todo tipo. 

Para corregir estos abusos se han establecido soluciones y doctrinas que permi-

ten a los jueces investigar la realidad subyacente a las formas jurídicas adoptadas, seña-

lando la responsabilidad de las personas que componen un grupo societario, conforman-

do un patrimonio del grupo distinto del ostensible. Tales remedios propuestos para estos 

abusos se denominan “disregard of legal entity” y “lifting of the corporate veil”. 

 Todas las doctrinas parten de la base común de considerar la actividad efectiva-

mente perseguida por el sujeto o el grupo, distinta de la aparente o declarada, lo cual 

posibilita un replanteo que, como consecuencia, puede llevar al repudio total de la per-

sonalidad, en los casos extremos. 

 Más aun: aquellos motivos de fomento de ciertas actividades, utilizados como 

justificativo de la responsabilidad limitada, ha forjado un criterio escéptico sobre las 

bondades de tal limitación, llegándose a sostener que las leyes actuales invitan a una 

irresponsabilidad financiera al otorgar una virtual “inmunidad” a los accionistas de so-

ciedades con responsabilidad limitada. 

 Sin embargo, y si bien han sido el campo de actuación de la mayor parte de los 

abusos en materia societaria, se debe distinguir entre la personalidad jurídica y la res-

ponsabilidad limitada. El sostenimiento de la desestimación de la personalidad jurídica 

debe aportar las bases para que pueda desconocerse la limitación de responsabilidad sin 

que ello importe desconocer también la personalidad jurídica, que es útil para otros fines 

y que debe preservarse por su indudable estímulo a las actividades económicas. 

 La teoría de la “desestimación”, “allanamiento” o “redhibición” de la personali-

dad jurídica, es un remedio técnico mediante el cual resulta posible prescindir de la 

forma societaria, negando su existencia autónoma como sujeto de derecho frente a una 
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situación jurídica particular, ya que el abuso se hace con el uso irregular (y por ello anti-

jurídico) de la forma jurídica. Pero en una gran cantidad de casos, se efectúa un abuso 

de los privilegios que importan ciertos tipos sociales que ofrecen la posibilidad de limi-

tar la responsabilidad del socio al capital aportado. 

 Estos supuestos deben distinguirse, ya que los remedios jurídicos en algunos 

supuestos permitirán prescindir de la forma jurídica misma, negando la existencia autó-

noma del sujeto de derecho, mientras que en otros se mantiene la existencia autónoma 

del sujeto, pero se le niega al socio la responsabilidad limitada. 

 Negar la personalidad, entonces, en nuestro derecho, importa en algunos casos 

un remedio necesario, como en el caso de una sociedad simulada. En estos casos habrá 

un verdadero allanamiento de la personalidad jurídica. 

 Pero en otros supuestos no habrá desestimación de la personalidad, ya que sola-

mente se estará desestimando la limitación de responsabilidad del socio. Esta comunica-

ción de responsabilidad de la sociedad a sus socios, no afecta la personalidad societaria. 

La doctrina de la penetración y el Derecho Laboral. 

Cuando el uso que se da a la personalidad societaria se desvía de lo permitido 

por la ley, se configuran casos de fraude a la ley por medio de la persona jurídica, lo que 

constituye un abuso al que el ordenamiento jurídico debe poner fin, pues en estos casos 

el ventajoso instrumento ideal ha perdido todo sentido, posibilitando a su titular real el 

incumplimiento de obligaciones, la violación de normas imperativas, la comisión de un 

hecho ilícito o la limitación indebida de su responsabilidad. 

En el ámbito del derecho laboral, la aplicación de la teoría al caso concreto no 

extingue la personería que se impugna, solo se aparta y atraviesa la pantalla a fin de 

asegurar la justicia o la equidad; se va a la realidad de los hechos. 

 Cabe por ello aplicar la doctrina de la penetración no solo para desvirtuar una 

figura que encubre una simulación o fraude de la real relación de trabajo, para desesti-

mar a las sociedades constituidas para encubrir una relación laboral fraudulenta, sino 

también cuando detrás de la persona jurídica del aparente empleador, se procura cubrir 

la responsabilidad patrimonial del responsable mediante la insolvencia de aquella, o sea 

para atravesar el velo corporativo y responsabilizar a sus socios o controlantes. 

En suma, en el Derecho del Trabajo, el descorrimiento del velo societario o la 

extensión de la solidaridad al verdadero obligado, no es otra cosa que privilegiar la ver-

dad jurídica objetiva, el principio de primacía de la realidad, y evitar defraudaciones. 
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 Desde el primer fallo dictado en la materia por la Justicia Laboral en 1967, pa-

sando por las relevantes decisiones de la Corte Suprema de 1973 en los casos “Parke 

Davis y Cía. S.A.”; “Cía. Swift de La Plata S.A. s/ quiebra”, y “Mellor Goodwin S.A.”, 

no fue sino hasta 1997 en que la Justicia del Trabajo volvió a pronunciarse decidida-

mente sobre la aplicación y alcances de la teoría desestimatoria, efectuando asimismo su 

propia exégesis del art. 54 de la Ley 19.550 (t.o. ley 22.903). 

 En general, las decisiones de la Justicia del Trabajo consideran que el tercer pá-

rrafo del art. 54 de la ley 19550 hace mención expresa a la inoponibilidad de la persona 

jurídica y se refiere en concreto a la actuación de la sociedad que encubra la consecu-

ción de fines extrasocietarios, constituyan un mero recurso para violar la ley, el orden 

público o la buena fe, o para frustrar derechos de terceros, atribuyendo una responsabi-

lidad que se imputa directamente a los socios o a los controladores que la hicieron posi-

ble, quienes deben responder solidaria e ilimitadamente por los perjuicios causados. Si 

bien puede ser difícil demostrar que la sociedad fue utilizada con el fin de no cumplir o 

violar la ley, no es necesaria la prueba de esa intencionalidad para que las obligaciones 

pendientes resulten imputables al socio o presidente responsable que deberá hacerles 

frente con su patrimonio. No puede admitirse que el tipo societario permita burlar la ley 

a través del desconocimiento de las normas imperativas del derecho del trabajo, y del 

orden público laboral, al no registrar el contrato de trabajo. 

 A partir de allí se viene interpretando que las irregularidades registrales en que 

incurren los empleadores respecto de sus trabajadores, en violación a normas de orden 

público laboral, constituyen un típico fraude laboral y previsional, e importa un mero 

recurso para violar la ley; el orden público laboral; la buena fe (que obliga al empresario 

a ajustar su conducta a los deberes de un buen empleador) y para frustrar derechos de 

terceros (a saber, el trabajador, el sistema previsional, los integrantes del sector pasivo 

víctimas de la evasión, y la comunidad comercial, pues al disminuir así los costos labo-

rales se pone al evasor en mejor condición para competir en el mercado respecto a otros 

empleadores respetuosos de la ley), revelándose asimismo incumplidos los deberes de 

un “buen administrador” (art. 59 ley 19.550). 

En estas decisiones judiciales se hace referencia expresa a la diferenciación que 

la doctrina marca en las hipótesis del art. 54 de la ley de sociedades, separando por un 

lado la actividad que persiga fines extrasocietarios, y por el otro la utilización de la so-
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ciedad como mero recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe, o para 

burlar derechos de terceros. 

La idea de evasión de normas, dice Fernández Madrid, “es inseparable del orden 

público laboral, del derecho imperativo o necesario, pues en el derecho supletorio, que 

es meramente dispositivo, la prescindencia de la norma está permitida por ésta misma. 

La evasión de normas imperativas es una de las formas -aunque no la única- de la pato-

logía jurídica, entendida ésta como incluyente de todos los géneros de antijuridicidad”. 

 En palabras de von Ihering, “toda la habilidad desplegada por el legislador para 

proteger la ley puede ceder ante las artimañas que la vida emplea para violarla, minarla 

y hacerla sucumbir” (...) “No basta para alcanzar el fin deseado, ordenar una cosa, ni 

que la ley tenga una hoja bien afilada para que el golpe vaya directamente al corazón; el 

golpe más tremendo, si el adversario lo evita, no es más que un sablazo en el agua”. 

CUMPLIMIENTO DE LAS HIPOTESIS 

 Se ha demostrado a lo largo del presente que los actos simulados y fraudulentos 

lesionan los derechos y la buena fe en las transacciones incidiendo en el tráfico negocial 

y en el valor de la seguridad jurídica. 

Es que estos actos se caracterizan por presentar un contenido de voluntad no re-

al, fruto del acuerdo de las partes, para producir con fines de engaño la apariencia de un 

negocio jurídico que no existe o es distinto de aquel que realmente se ha llevado a cabo. 

El ánimo de engaño es el que predomina en estos actos, y aunque no necesariamente se 

exige la intención de dañar, no hay duda de que la insinceridad incide en el tráfico ne-

gocial, afectando el valor “seguridad jurídica”. 

 También ha quedado demostrado que el ejercicio de las acciones de simulación 

y pauliana resultan dificultosas para el perjudicado por lo que debería atenuarse su rigor 

con el fin de lograr una efectiva recomposición de la situación patrimonial previa a la 

realización del acto viciado. 

 Estos inconvenientes se traducen en las dificultades de orden probatorio que 

experimentan aquellos que son perjudicados por los actos fraudulentos y simulados. En 

el caso de los terceros y acreedores, personas por completo ajenas al acto perjudicial, la 

prueba de utilización más frecuente es la presuncional. La presunción es en sí una prue-

ba débil, y ante tal evidencia, los autores y tribunales exigen que ellas sean graves, pre-

cisas y concordantes. En ninguna materia como en ésta, el criterio judicial tiene tan am-

plia libertad de acción. 
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MODIFICACIONES LEGALES A PROPONER. 

(Sólo se abordan aquellos aspectos que tienen vinculación con el propósito del trabajo 

de investigación). 

1) Art. 12 LS: La sociedad tiene un plazo de tres meses para inscribir las 

modificaciones del estatuto social. Las modificaciones no inscriptas son obligatorias 

para los socios otorgantes y son inoponibles respecto de terceros. La falta de inscripción 

en el plazo determinado constituye presunción de fraude, salvo que la sociedad o los 

socios prueben que los terceros se encontraban en conocimiento de dicha modificación. 

Comprobada la culpa o dolo en el fraude, la autoridad de aplicación podrá sancionar a la 

sociedad con penas de apercibimiento o pérdida de personería jurídica. 

2) Se propone la eliminación del fuero de atracción de juicios laborales, debien-

do retornarse al sistema del íntegro trámite de conocimiento en su sede natural (el fuero 

laboral) hasta la sentencia. Esta postura tiene apoyo además en que la práctica ha de-

mostrado que el fuero comercial, en las actuales circunstancias, se ve desbordado por la 

infinidad de causas laborales que se suman a los ya numerosos procesos comerciales, lo 

que ha suscitado un verdadero colapso en la administración de justicia. Debe preverse 

en tal caso la notificación obligatoria al juez del concurso durante la tramitación del 

juicio, informando sobre la existencia de la causa laboral, a efectos de que se adopten 

las reservas del caso, o incluso la intervención del síndico en dicha causa en caso de 

quiebra. 

3) El capital social de la empresa debe adecuarse al objeto y a los emprendimien-

tos que se quieren realizar. Es decir, que debe ser acorde con la pretensión del objeto 

social. La ley debería regular una escala de capital social según el emprendimiento. De-

berían aumentarse los mínimos de capital social, en proporción a las actividades que se 

intenten afrontar. Asimismo la ley debería prevenir que la integración del capital social, 

que es del 25% según exige la norma, no resulte una ficción ya que la posibilidad de 

retirar o recuperar dicho monto una vez inscripta la sociedad, torna en letra muerta la 

existencia de este requisito legal, lo que implica el desvanecimiento del capital aportado 

con afectación de los legítimos derechos de los acreedores. 

4) Se debería establecer la creación obligatoria de garantías reales, bancarias o 

de seguros, que respalden el riesgo empresario, y las contingencias que sucedan en el 

desenvolvimiento de la estructura empresaria o societaria, individual o colectiva, a fin 
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de afrontar la eventual insolvencia o el pasivo falencial, y evitar la quiebra muchas ve-

ces provocada con el fin de burlar a los acreedores. 

5) Debe impulsarse la creación de un severo y estricto sistema de control por la 

autoridad registral correspondiente en materia de inscripción y cumplimiento de las dis-

posiciones legales y estatutarias de las sociedades, a fin de verificar el cumplimiento de 

las obligaciones legales a su cargo, con amplias facultades sancionatorias, con el fin de 

evitar el accionar fraudulento que ponga en riesgo los derechos y el propio patrimonio 

de los acreedores. 

6) Debe reimplantarse el régimen de calificación de conducta del fallido, así co-

mo también implementarse un régimen de sanciones para los inhibidos por quiebra y 

rehabilitados que pretendan formar nuevas empresas. La ley 24.522 resulta permisiva 

respecto de los sujetos concursados o fallidos, quienes pueden abrir nuevas empresas en 

un lapso muy breve. El plazo de inhabilitación es exiguo, y debería extenderse por lo 

menos a cinco años. 

7) Se propone la reinstauración de la responsabilidad solidaria entre enajenante y 

adquirente de la empresa fallida en marcha, con el fin de resguardar el crédito alimenta-

rio de los trabajadores. 

8) Asimismo, se debería reimplantar la exigencia legal de encontrarse el emplea-

dor al día en el cumplimiento de las obligaciones laborales y previsionales como requi-

sito necesario previo a la declaración de concurso o quiebra. Resulta paradójico recurrir 

nuevamente a la solución aportada por una norma hoy derogada, frente al fracaso del 

régimen y la inequidad que trajo aparejada la reforma de 1995. 

9) Pese a que la ley estima lícita la simulación cuando a nadie perjudica, enten-

demos que todo acto simulado encierra una ilicitud más o menos manifiesta pero exis-

tente, pues aun cuando no haya un particular damnificado, se verifica tarde o temprano 

un perjuicio al fisco, o una violación del orden jurídico, por mínima que sea. El amparo 

legal de la figura debe ser descartado, por lo que todo acto que se declare simulado debe 

entenderse como un caso de simulación ilícita, con las consecuencias que ello irroga. 

10) Proponemos que la declaración de ineficacia del acto fraudulento no debería 

limitarse y aprovechar solo al acreedor que así lo peticiona, sino que debería hacerse 

extensiva a todos los acreedores con causa o título anterior a dicho acto, ya que no se 

concibe que un acto sea fraudulento solo para uno, y no lo sea para el resto. Respecto 



 36

del peticionante, podría en todo caso reconocerse algún derecho de preferencia o antela-

ción en el cobro respecto de los restantes. 

11) La exigencia contenida en el art. 120 de la LCQ en cuanto veda al acreedor, 

ante la inacción del síndico, la posibilidad de peticionar el beneficio de litigar sin gastos 

al ejercitar la acción revocatoria concursal, aparece como desproporcionada, genera un 

desaliento en la promoción de esta acción, que sin duda tiende a la recomposición del 

patrimonio del deudor en beneficio propio y del resto de los acreedores, y es de dudosa 

constitucionalidad, pues su negación podría derivar en una privación de justicia. Igual 

crítica nos merece la exigencia de intimación al síndico como recaudo previo al ejerci-

cio de la revocatoria ordinaria, norma de un excesivo rigor que no parece razonable y 

ajustada a la finalidad de la acción revocatoria. 
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